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Ayuntamientos

AYUNTAMIENTO DE NOBLEJAS

Al no haberse presentado reclamaciones durante el plazo de exposición al público, queda 
automáticamente elevado a definitivo el acuerdo plenario inicial aprobatorio de la Ordenanza reguladora 
de la actividad administrativa municipal de intervención en las actividades económicas del municipio 
de Noblejas, cuyo texto íntegro se hace público para su general conocimiento y en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 70.2 de la Ley 7/1985.

ORDENANZA REGULADORA DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA MUNICIPAL 
DE INTERVENCIÓN EN LAS ACTIVIDADES ECONÓMICAS DEL MUNICIPIO DE NOBLEJAS

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, referida a 
los servicios en el mercado interior (Directiva de Servicios) ha dado lugar, con motivo de su transposición, 
tanto a la modificación del marco normativo regulador de aspectos relacionados con la libertad de 
establecimiento y la prestación de servicios como a la configuración de un nuevo marco jurídico que ha 
transformado aspectos esenciales del procedimiento administrativo. En este sentido, se han modificado 
varios aspectos sustanciales de la normativa reguladora de la concesión de licencias con la finalidad de 
agilizar y simplificar su tramitación, para impulsar el principio de eficacia que consagra la Constitución 
Española en su art. 103 así como los principios de celeridad y simplificación administrativa señalados en 
los artículos 71 y 72 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas –LPACAP–.

El ordenamiento jurídico regulador del régimen local no ha permanecido ajeno a este proceso de 
transformación y novación jurídica, iniciado con la aprobación de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, 
sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, que ya vislumbraba la necesidad de revisar 
los procedimientos y trámites, para simplificarlos e incluso sustituirlos por otros que resultasen menos 
gravosos para las personas interesadas en acceder y ejercer una actividad de servicios.

Concretamente, en relación con el régimen local, la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación 
de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio, modificó el artículo 84 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local 
-LRBRL–, al objeto de someter los actos de control preventivo de ámbito municipal a sus principios de 
igualdad de trato, necesidad y proporcionalidad, así como de integrar en la misma los nuevos medios de 
intervención. Éstos, a su vez, se incorporan también en el mismo proceso de adecuación a la Ley 17/2009, 
y para todas las Administraciones Públicas a través del artículo 69 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas –LPACAP–,incluidas las facultades 
de comprobación. Posteriormente, la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, sienta los 
principios de buena regulación aplicables a las iniciativas normativas de las Administraciones Públicas 
y avanza un paso más en el ámbito municipal, modificando nuevamente la citada Ley 7/1985, de 2 de 
abril. Concretamente, los artículos 84, 84 bis y 84 ter, establecen, con carácter general, la inexigibilidad 
de licencia u otros medios de control preventivos para el ejercicio de actividades, salvo que resultase 
necesario para la protección de la salud o seguridad públicas, el medioambiente o el patrimonio histórico-
artístico, o cuando requiriesen de un uso privativo y ocupación del dominio público pero, en todo caso, 
condicionando su exigibilidad a un juicio de necesidad y proporcionalidad.

Estos principios de buena regulación suponen, con carácter general, que los entes locales lleven a cabo 
una evaluación de los distintos actos de control municipal, a los que se someten los establecimientos e 
instalaciones ubicadas en su término, cuando tienen por objeto la realización de actividades económicas 
de cualquier tipo, y atenderán a las características de estas infraestructuras o de su ubicación en bienes o 
áreas integrantes del patrimonio histórico-artístico o de la ocupación de dominio público. De tal forma, 
que únicamente se justificará la necesidad de un régimen de autorización o licencia cuando los daños que 
puedan causar sean irreparables e irreversibles. El juicio de proporcionalidad, a su vez, supone determinar 
el medio de intervención menos gravoso para el control del riesgo a proteger.

Como se ha señalado antes, se adoptaron nuevos medios de intervención para el conjunto de 
Administraciones Públicas, a través del artículo 69 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas –LPACAP–, que incorpora dos nuevas figuras en 
el régimen jurídico, la declaración responsable y la comunicación.

Éstas se diferencian de la autorización o licencia previa en que el control administrativo se produce tras 
su presentación, es decir con carácter posterior al inicio de la actividad. Respecto a éstos, la Ley de Bases 
del Régimen Local (artículo 84.ter) señala expresamente que cuando el ejercicio de actividades no precise 
autorización habilitante previa, las entidades locales deberán establecer y planificar los procedimientos 
de comunicación necesarios, así como los de verificación posterior del cumplimiento de los requisitos 
precisos para el ejercicio de la misma previstos en la legislación sectorial.
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En la línea que marcan los principios de buena regulación, la labor de revisión y evaluación debe 
continuar aplicando el juicio de necesidad y proporcionalidad también para establecer el medio más 
adecuado de control ex post. En este sentido, la declaración responsable se justificará si se establecen 
requisitos para el titular del establecimiento/actividad de cuyo cumplimiento se responsabiliza durante 
toda la vigencia de la misma y que por razones del interés general que se pretende proteger determinan 
un procedimiento de comprobación ulterior más estricto que el régimen de comunicación previa.

Este último debe quedar reservado para aquellas actuaciones que no entrañan medidas de control 
porque éste ya se ha realizado en otra actuación previa o porque no se producen modificaciones respecto 
a la situación anterior o por la necesidad de mantener un control sobre el titular de la actividad por 
motivos de protección de los derechos de los destinatarios de los bienes y servicios que se producen o 
prestan en el establecimiento.

La base jurídica para el control a posteriori se perfecciona con las previsiones establecidas en el 
apartado 2.º del artículo 4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 
-LRJSP–, que preceptúa que las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento de los requisitos 
aplicables según la legislación correspondiente, para lo cual podrán comprobar, verificar, investigar e 
inspeccionar los hechos, actos, elementos, actividades, estimaciones y demás circunstancias que se 
produzcan.

Un paso más en este proceso de supresión de trabas administrativas y de simplificación, que ha 
supuesto un nuevo impulso para el ejercicio de actividades económicas, se produce con la aprobación de 
la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados 
servicios, en el que, tras someter al test de necesidad y proporcionalidad las licencias municipales ligadas 
a establecimientos de determinada superficie e instalaciones en los que se realizan determinadas 
actividades comerciales y de servicios, se establece la no exigibilidad de ningún tipo de licencia. De este 
modo, se eliminan las licencias municipales de instalaciones, de funcionamiento u otras de clase similar 
o análogas incluida la de apertura del establecimiento y se sustituyen por medios de control menos 
gravosos. Dependiendo del caso, consistirá en una declaración responsable o en una comunicación 
previa del interesado ante la administración local competente.

En el ámbito de la Comunidad de Castilla-La Mancha, se han aprobado varias normas legislativas 
aplicables a esta cuestión, como son la Ley 7/2011, de 21 de marzo, de Espectáculos Públicos, Actividades 
Recreativas y Establecimientos Públicos de Castilla-La Mancha, la Ley 1/2013, de 21 de marzo, de medidas 
para la dinamización y flexibilización de la actividad comercial y urbanística en Castilla-La Mancha, y 
la Ley 8/2014, de 20 de noviembre, por la que se modifica la Ley 2/2010, de 13 de mayo, de Comercio 
de Castilla-La Mancha, cuya Disposición Adicional Única establece la inaplicación en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha del Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, por el que se 
aprobaba el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas.

Un último paso en el ámbito estatal en esta materia supone la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de 
garantía de la unidad de mercado, que establece normas que favorecen la libertad de circulación y 
establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

Dentro de este contexto normativo, el Ayuntamiento de Noblejas acomete, mediante la presente 
ordenanza, la tarea de introducir una serie de medidas de simplificación administrativa en el ámbito de 
las competencias municipales en materia de establecimiento y ejercicio de actividades y de control de 
la ejecución de determinados actos de aprovechamiento y uso del suelo, y ello con una doble finalidad: 
en primer lugar, facilitar la implantación de las empresas en nuestro término municipal, modernizando 
el régimen autorización existente, sin renunciar en ningún caso al control preventivo de las actividades 
que la exigencia de tales autorizaciones implica; y, por otra parte, posibilitar que con una declaración 
responsable dirigida a la Administración municipal se puedan llevar a cabo determinadas obras e 
instalaciones de sencilla técnica y escasa entidad constructiva y económica.

CAPÍTULO PRIMERO. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto y finalidad.

La presente Ordenanza tiene por objeto regular los procedimientos de intervención municipal sobre 
los establecimientos, locales o lugares estables, ubicados en el término municipal de Noblejas, destinados 
al ejercicio de actividades económicas, incluidas obras menores de construcción o reparación vinculadas 
a las mismas, por cuenta propia, prestada normalmente a cambio de una remuneración económica, o 
su modificación, a través de los medios establecidos en el artículo 84 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local, así como la comprobación del cumplimiento y mantenimiento 
de los requisitos establecidos para el ejercicio de dichas actividades.

La finalidad de esta Ordenanza es garantizar que los establecimientos dedicados a actividades 
económicas cumplen con las condiciones técnicas de seguridad, de higiene, sanitarias, de accesibilidad y 
confortabilidad, de protección del medio ambiente, y urbanísticas que reglamentariamente se determinen 
en las normas específicas de cada actividad.

Artículo 2. Definiciones.

A los efectos de esta Ordenanza se entenderá por:
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1. “Actividad Económica”: Toda aquella actividad industrial, mercantil o profesional consistente en la 
producción de bienes o prestación de servicios.

2. “Actividad eventual u ocasional”: Cualquier actividad económica o servicio de duración determinada.
3. “Declaración responsable”: El documento suscrito por un interesado en el que manifiesta, bajo 

su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para acceder al 
reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la documentación que así 
lo acredita y que se compromete a mantener su cumplimiento durante el periodo de tiempo inherente 
a dicho reconocimiento o ejercicio.

4. “Comunicación previa”: El documento mediante el que los interesados ponen en conocimiento 
de la Administración Pública competente sus datos identificativos y demás requisitos exigibles para el 
ejercicio de un derecho o el inicio de una actividad.

5. “Autorización o licencia”: Cualquier acto expreso o tácito de la autoridad competente que se exija, 
con carácter previo, para el acceso a una actividad económica o su ejercicio.

6. “Titular/promotor”: Cualquier persona física o jurídica, pública o privada, que posee, bajo cualquier 
título reconocido en Derecho, el establecimiento donde se ejerce o va a ejercerse la actividad objeto de 
intervención municipal y tiene o prevé tener el poder decisorio sobre su explotación.

7. “Técnico”: Persona física que posee cualquier título profesional reconocido con atribuciones 
profesionales para ejercer como proyectista, director de obra o de la ejecución de la obra, coordinador 
de seguridad y salud en fase de proyecto y ejecución de la obra, y firma de certificados de cumplimiento 
normativo de la actividad.

8. “Modificación sustancial”: La variación, agregación, sustitución eliminación o cualquier cambio o 
ampliación de actuaciones ya autorizadas y/o calificadas que puedan tener efectos adversos significativos 
sobre la seguridad, salud de las personas y en el medio ambiente y/o los aspectos técnicos que fueron 
tenidos en cuenta para la legalización de la actividad, tales como:

–Alteración de la estructura del establecimiento.
–Los incrementos de superficie y volumen del establecimiento.
–Los cambios de distribución cuando afecte o pueda implicar reducción en las condiciones de 

seguridad, salubridad o peligrosidad para personas o bienes.
–Cambio de elementos decorativos que pudieran afectar al riesgo de incendio del local.
–El aumento de su aforo teórico.
–La incorporación de una nueva actividad o cambio de la ya autorizada.
–Aumento de la potencia instalada en más de un treinta por ciento (electricidad, climatización, cocina, 

gas, etc.).
–La incorporación de nuevas/ampliación de instalaciones que requieran proyecto técnico.
9. “Modificación no sustancial”: Cualquier modificación no incluida en el apartado anterior y que 

tengan escaso efecto sobre la seguridad, la salud de las personas o el medio ambiente y que no implique 
un incremento de las emisiones a la atmósfera o de los vertidos a cauces públicos, de la generación 
de residuos, utilización de recursos naturales o suponga afección del suelo o de un espacio natural 
protegido o áreas de especial protección designadas en aplicación de normativas europeas o convenios 
internacionales.

En ningún caso tendrá la consideración de modificación sustancial la variación que, sin disminuir las 
condiciones iniciales de seguridad del local, suponga una adaptación del mismo a los requerimientos 
exigidos por la normativa vigente (y siempre que no sea una intervención que necesite proyecto según 
la Ley de Ordenación de la Edificación) o aquella que, sin alterar los requisitos de concesión de la licencia, 
repercuta en una mejora de la calidad del establecimiento o instalación.

10. “Obra de acondicionamiento o reparación vinculada a actividades”: se considera obra menor 
toda aquella obra que no necesite proyecto técnico. A título enunciativo y no limitativo, se incluyen 
los siguientes tipos de obras menores que no necesitan proyecto: Obras puntuales de conservación 
y acondicionamiento y decoración en los locales, sustitución de solados, alicatados, yesos, pinturas 
interiores; cambio de aparatos sanitario; reparaciones de fontanería, sustitución de carpinterías sin 
afectar a las dimensiones del hueco; obras de albañilería que no supongan un cambio sustancial en la 
distribución, etc.

A tal efecto, se considera obra mayor todas aquellas que están incluidas en el artículo 2 de la Ley 
38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, y por lo tanto necesitarán proyecto técnico:

a) Obras de edificación de nueva construcción, excepto aquellas construcciones de escasa entidad 
constructiva y sencillez técnica que no tengan, de forma eventual o permanente, carácter residencial ni 
público y se desarrollen en una sola planta.

b) Todas las intervenciones sobre los edificios existentes, siempre y cuando alteren su configuración 
arquitectónica, entendiendo por tales las que tengan carácter de intervención total o las parciales que 
produzcan una variación esencial de la composición general exterior, la volumetría, o el conjunto del 
sistema estructural, o tengan por objeto cambiar los usos característicos del edificio.

c) Obras que tengan el carácter de intervención total en edificaciones catalogadas o que dispongan 
de algún tipo de protección de carácter ambiental o histórico-artístico, regulada a través de norma legal 
o documento urbanístico y aquellas otras de carácter parcial que afecten a los elementos o partes objeto 
de protección.
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11. Control a posteriori: Con este procedimiento se da cumplimiento al requisito establecido en 
el artículo 84 ter de la citada Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen local, y se 
materializa la actuación para la verificación posterior del cumplimiento de los extremos que ha declarado 
el interesado, o en su caso ha comunicado con carácter previo, y de los requisitos precisos establecidos 
en la legislación sectorial para el ejercicio de la actividad declarada o comunicada. Puede comprender 
la comprobación e inspección.

12. Comprobación: Consiste en la constatación por parte de los servicios técnicos cualificados del 
Ayuntamiento, que la actividad declarada se encuentra dentro de los supuestos sujetos a declaración 
responsable o comunicación previa y que cumple con los requisitos exigidos para el desarrollo de la 
actividad, y consiste en la confirmación o prueba de la existencia y veracidad de los datos aportados.

13. Inspección: Es la verificación de lo manifestado en la declaración responsable, comunicación previa 
y en la documentación disponible, que se realizará por personal técnico cualificado del Ayuntamiento 
y será preceptiva mediante una visita in situ.

Artículo 3. Ámbito de aplicación.

La presente Ordenanza se aplicará a:
1. Cualquier actividad económica, incluidas las de prestación de servicios.
2. A las estaciones o instalaciones radioeléctricas utilizadas para la prestación de servicios de 

comunicaciones electrónicas disponibles para el público, a excepción de aquéllas en las que concurran 
las circunstancias referidas en el artículo 2.2 de la Ley 12/2012, que ocupen una superficie superior a 750 
metros cuadrados (artículo 2 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado), 
computándose a tal efecto toda la superficie incluida dentro del vallado de la estación o instalación o, 
tratándose de instalaciones de nueva construcción, tengan impacto en espacios naturales protegidos y 
que se inicien y desarrollen en el municipio de Noblejas, sin perjuicio de la aplicación a dichas instalaciones 
de lo establecido en la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones, y su normativa de 
desarrollo.

3. Quedan comprendidas igualmente dentro del ámbito de aplicación las obras sujetas a declaración 
responsable y/o comunicación previa que se realicen en dichos establecimientos, cuando no queden 
excluidas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.

Artículo 4. Exclusiones.

Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ordenanza los siguientes establecimientos, 
actividades y obras, que se ajustarán a lo establecido en la normativa sectorial aplicable.

1. Las obras que tengan impacto en el patrimonio histórico-artístico o en el uso privativo y ocupación 
de los bienes de dominio público, o que requieran de la redacción de un proyecto de obra de conformidad 
con la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.

2. Las obras cuya competencia y control previo corresponda a la Comunidad Autónoma de Castilla-
La Mancha.

3. Se excluyen del ámbito de aplicación de esta Ordenanza aquellas actividades que, aun ajustándose 
a las tipologías descritas con anterioridad, presenten alguna de las siguientes características:

–Aquellas actividades cuyo establecimiento se encuentre afectado a bienes, conjuntos o entornos 
integrantes del Patrimonio Cultural de Noblejas o sobre edificaciones incluidas en el catálogo municipal 
de Bienes Inmuebles Protegidos de las Normativa Urbanística de Noblejas, bien por su propia entidad o 
por pertenecer a un entorno de BIC protegido o a un entorno Urbano protegido.

–Las actividades cuyo ejercicio suponga la afectación o impliquen uso privativo de bienes de dominio 
público.

–Aquellas actividades que deban ser sometidas a cualquier tipo de tramitación ambiental.
–La venta ambulante, situada en la vía y espacios públicos.
–Los establecimientos físicos situados en puestos del Mercado Municipal de Abastos, por entenderse 

implícita la licencia en la adjudicación del puesto, sin perjuicio de garantizar su sometimiento a la 
normativa medioambiental e higiénico-sanitaria que le sea de aplicación.

–Los quioscos para la venta de prensa, revistas y publicaciones, golosinas, flores y otros de naturaleza 
análoga situados en los espacios de uso público del municipio.

–Las actividades desarrolladas por las Administraciones Públicas, definidas en el artículo 2 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
–LPACAP–, así como los servicios gestionados de forma directa o indirecta, como el caso de las concesiones, 
por entenderse implícita la autorización en la adjudicación de la concesión, excepto aquellas actividades 
o servicios cuya normativa sectorial exija expresamente Licencia de Apertura o cualquier otro régimen 
de autorización.

–Los aparcamientos o garajes incluidos en edificios cuyo uso principal sea el de vivienda, ya que la 
licencia municipal de edificación llevará implícita la concesión de licencia de actividad de los garajes. 
Tampoco necesitarán tramitar el correspondiente título habilitante, siempre que su superficie útil sea 
inferior a 100 m2, los aparcamientos que no tengan carácter mercantil. Se considerará que un aparcamiento 
tiene carácter mercantil cuando una persona cede un espacio en un local o recinto del que es titular para 
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el estacionamiento de vehículos de motor, con los deberes de vigilancia y custodia durante el tiempo de 
ocupación, a cambio de un precio determinado en función del tiempo real de prestación del servicio.

–Sedes de asociaciones, fundaciones, cofradías, peñas, etc. sin ánimo de lucro, que destinen única 
y exclusivamente a funciones de gestión y administración de la propia asociación, y no estén abiertas 
al público.

–Despachos profesionales domésticos en los que se desarrolle actividades profesionales tituladas, 
siempre que el servicio sea prestado por el titular en su propia vivienda, utilizando alguna de sus piezas.

–Ejercicio de la docencia en el domicilio particular, siempre que el servicio sea prestado por el titular 
en su propia vivienda, utilizando alguna de sus piezas, de tal modo que la superficie total destinada a la 
actividad no sea superior al 25% de la superficie útil de la vivienda.

–Otras exclusiones no previstas en los apartados anteriores, pero contempladas en la normativa legal 
en vigor que resulte de aplicación.

–En todo caso, tanto los establecimientos en los que se desarrollen las actividades excluidas como 
sus instalaciones, habrán de cumplir las exigencias que les sean de aplicación en virtud de la normativa 
que en cada caso resulte aplicable.

Artículo 5. Normas comunes para el desarrollo de las actividades.

1. Las personas responsables de las actividades y establecimientos están obligadas a desarrollarlas 
y mantenerlos en las debidas condiciones de seguridad, salubridad, accesibilidad y calidad ambiental, 
reduciendo la posible afección de los espacios públicos y empleando las mejores técnicas disponibles, 
que en su caso, resultaren necesarias para el cumplimiento de las condiciones expresadas.

2. La inactividad o cierre, por cualquier causa, de un local o establecimiento durante más de seis meses 
determinará la suspensión de la vigencia de la licencia de funcionamiento, declaración responsable o 
comunicación previa.

3. La apertura de establecimientos a través de los medios establecidos en la presente ordenanza, 
facultará a los titulares para realizar la actuación solicitada y producirá efectos entre el Ayuntamiento y 
el sujeto a cuya actuación se refieran, pero no alterarán las situaciones jurídicas privadas entre éste y las 
demás personas, y se entenderán otorgadas dejando a salvo el derecho de propiedad y sin perjuicio del 
de tercero, no pudiendo ser invocadas para excluir o disminuir la responsabilidad civil o penal en que 
hubieran incurrido los titulares en el ejercicio de las actuaciones autorizadas o comunicadas.

4. Las titularidades podrán modificarse desde la fecha de presentación de la comunicación previa, 
salvo inexactitud, falsedad u omisión, de cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe 
o incorpore a la comunicación, quedando el nuevo titular subrogado en los derechos y obligaciones del 
anterior.

5. Para la acreditación profesional del técnico actuante se ha de formular declaración responsable del 
mismo con todos sus datos profesionales que tendrá el carácter de documento público, sin perjuicio de 
las obligaciones colegiales que el interesado deba observar en su relación con el colegio del que se trate, 
al no obligar a la presentación de visado el Real Decreto 1000/2010, de 5 de agosto, sin perjuicio de la 
obligatoriedad de visado para los trabajos profesionales recogidos en el artículo 2 del citado Real Decreto.

6. Las actividades se desarrollarán en el interior de los establecimientos, manteniendo en general 
cerrados sus puertas y huecos al exterior salvo temporales exigencias de ventilación, servicio de veladores 
autorizados y usos cuyo desarrollo autorizado se realice al aire libre. Sin autorización de la Administración 
competente, no se podrán ocupar o utilizar los espacios de uso y dominio público por actos relacionados 
con la actividad, o alterar el estado físico de los mismos, quedando prohibida la utilización, con las 
excepciones previstas en el planeamiento urbanístico, de los solares como soporte de actividades.

7. La actividad a ejercer será la definida en la licencia concedida o indicada en la declaración responsable 
o comunicación previa, debiendo ajustarse el titular en su ejercicio a la documentación técnica y a las 
condiciones materiales, en su caso, impuestas, especialmente en lo relativo a los usos desarrollados y 
horarios declarados, respetando las medidas correctoras establecidas.

Artículo 6. Consulta previa.

Sin perjuicio de lo señalado en la ventanilla única prevista en el artículo 18 de la Ley 17/2009, de 23 de 
noviembre, sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y con el objeto de minimizar 
costes innecesarios de realización de proyectos u otras actuaciones, las personas interesadas podrán 
presentar solicitudes de consulta previa sobre aspectos relacionados con la apertura de establecimiento 
o inicio de actividad así como con las obras de adecuación e instalaciones que se pretendan realizar con 
carácter previo o durante el ejercicio de las actividades, que acompañaran de una memoria detallada o de 
los datos suficientes que describan las características generales de la actividad proyectada y del inmueble 
en el que se pretende llevar a cabo. El Ayuntamiento de Noblejas se compromete a responder de acuerdo 
con los términos de la misma y la documentación aportada, indicando a quien la haya presentado, cuantos 
aspectos conciernan a la apertura de establecimiento o inicio de actividad y en concreto:

–Compatibilidad o no del ejercicio de dicha actividad en el local o inmueble propuesto por las normas 
urbanísticas municipales.

–En su caso, motivos de la no compatibilidad.
–Requisitos exigidos.
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–Documentación adicional a aportar, en su caso.
–Administración que sea competente en cada caso, de acuerdo con el tipo de actividad de que se trate.
–Otros aspectos que sean de interés para la apertura del establecimiento o el inicio de la actividad.
La consulta será resuelta en el plazo de quince días hábiles por escrito y/o por medios electrónicos y 

no tendrá carácter vinculante para la Administración. Dicha respuesta no eximirá de la presentación de la 
declaración responsable o de la comunicación previa que corresponda y así se hará constar expresamente 
en el escrito de respuesta.

De todas las consultas previas se dará cuenta a la Junta de Gobierno Local.

CAPÍTULO SEGUNDO. RÉGIMEN JURÍDICO DE ACTUACIONES
SUJETAS A DECLARACIÓN RESPONSABLE

Artículo 7. Actividades, servicios y obras sujetos a declaración responsable.

El inicio, desarrollo y ejecución de las actividades, servicios y obras enumerados en el anexo de la 
Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados 
servicios, quedan sujetos, con carácter general, a la presentación, por parte de los interesados que 
pretendan desarrollarlos o ejecutarlas, de una declaración responsable, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 69.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas –LPACAP–.

Artículo 8. Objeto y efectos de la declaración responsable.

1. La presentación de la declaración responsable facultará al titular de la actividad para el ejercicio 
de dicha actividad y, en su caso, la ejecución de las obras, declaradas en su escrito.

2. Los efectos de la declaración responsable, que será previa al inicio de la actividad, se producirán 
desde el día en que la misma tenga su entrada en el Registro del Ayuntamiento de Noblejas, siempre 
que la actuación se encuentre dentro del ámbito de aplicación de la declaración responsable y vaya 
acompañada de la documentación y requisitos exigidos en los artículos 9 y 10, sin perjuicio de las 
facultades de comprobación, control e inspección que correspondan.

3. El titular de la declaración responsable deberá comunicar al Ayuntamiento, si no lo hubiera indicado 
en la propia declaración, la fecha de inicio de la actividad, en defecto de la cual se entenderá que el inicio 
se ha producido desde el día siguiente al de la entrada de la declaración responsable en el Registro del 
Ayuntamiento de Noblejas. En caso de que la declaración implique la ejecución de obras, el titular deberá 
comunicar al Ayuntamiento la terminación de las mismas.

4. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato, manifestación o 
documento que se acompañe o incorpore a una declaración responsable, o su no presentación, 
determinará la imposibilidad de iniciar o continuar el ejercicio de la actividad, o de las obras, desde el 
momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, 
civiles o administrativas a que hubiere lugar.

Artículo 9. Contenido general de la declaración responsable.

El interesado deberá manifestar en la declaración responsable que cumple con los requisitos 
establecidos en la normativa vigente. En todo caso, contendrá la siguiente información:

–Identificación del titular de la actividad y, en su caso, de su representante.
–Identificación, superficie construida, útil y útil de acceso público y, en su caso, aforo estimado del local.
–Objeto de la declaración responsable especificando la actividad u obras que se pretende realizar.
–Que el establecimiento y la actividad que va a iniciar y ejercer no afecta al patrimonio histórico-

artístico, la seguridad o la salud públicas, o implican el uso privativo y ocupación de los bienes de dominio 
público, ni está sujeto a Declaración de Impacto Ambiental ordinaria ni simplificada en base a las Leyes 
1/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, y 4/2007, de 8 de marzo, de Evaluación Ambiental 
en Castilla-La Mancha.

–Que las obras a desarrollar no requieren de la redacción de un proyecto de obras de edificación, de 
conformidad con la Ley 38/1999, de 5 de noviembre de ordenación de la edificación.

Artículo 10. Documentación a aportar junto con la declaración responsable.

El titular de la actividad podrá realizar su actuación con la presentación del modelo normalizado de 
declaración responsable aprobado por el Ayuntamiento de Noblejas, debidamente cumplimentado. 
Junto con dicho declaración responsable se acompañará el justificante de pago de la tasa municipal 
correspondiente. Asimismo, podrá presentarse la documentación que, según el caso, resulte precisa 
para la tramitación del expediente, la cual se especifica a continuación:

–Fotocopia del NIF del solicitante y del representante en su caso.
–Copia compulsada del documento público o privado acreditativo de la transmisión “intervivos” o 

“mortis causa” de la propiedad o posesión del inmueble, local o solar objeto de la actividad a desarrollar.
–Fotocopia Modelo 036. Declaración censal del ALTA o IAE.
–Certificado que acredite la suscripción de un contrato de seguro que cubra la responsabilidad civil 

de la actividad a desarrollar.
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–Proyecto técnico o memoria justificativa suscrita por técnico competente o documentación 
descriptiva que en cada caso proceda de acuerdo con la normativa vigente.

CAPÍTULO TERCERO. RÉGIMEN JURÍDICO DE ACTUACIONES
SUJETAS A COMUNICACIÓN PREVIA

Artículo 11. Actuaciones sujetas al régimen de comunicación previa.

Será objeto de comunicación previa el cambio de titularidad que afecte a las actividades y servicios 
comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ordenanza, así como la comunicación de cese de 
actividad.

Artículo 12. Documentación.

1. Con carácter general, para todos los supuestos, la comunicación previa deberá efectuarse en modelo 
de instancia elaborado al efecto por el Ayuntamiento debidamente cumplimentado y acompañado de 
toda la documentación exigible.

2. En el caso de cambios de titularidad de actividad autorizada por licencia o declaración responsable, 
que no implique ampliación, cambio ni modificación de la actividad, la comunicación previa deberá ir 
acompañada, como mínimo, de la siguiente documentación:

–La documentación indicada en el apartado 1 es este artículo.
–Fotocopia del NIF del anterior y del nuevo titular. En caso, de presentar el documento indicado en 

el párrafo anterior se presentará el NIF del propietario y del nuevo titular.
–Copia compulsada del documento público o privado acreditativo de la transmisión “intervivos” o 

“mortis causa” de la propiedad o posesión del inmueble, local o solar objeto de la actuación urbanística 
autorizada por la licencia cuyo cambio de titularidad se comunica.

–Fotocopia Modelo 036. Declaración Censal del ALTA o IAE.
–Certificado de inspección periódica de la instalación eléctrica, vigente. (Para aquellas actividades de 

pública concurrencia, sometidas al Reglamento General de Policía de Espectáculos Públicos y Actividades 
Recreativas).

–Certificado de técnico competente en el que se ponga de manifiesto el cumplimiento de estabilidad 
estructural, PCI, Accesibilidad y CTE.

–Certificado que acredite la suscripción de un contrato de seguro que cubra la responsabilidad civil 
de la actividad a desarrollar.

CAPÍTULO CUARTO. PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN 
DE LA DECLARACIÓN RESPONSABLE/COMUNICACIÓN PREVIA

Artículo 13. Consideraciones generales.

A tenor de lo dispuesto en el artículo 84 ter de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local, en su redacción dada por la Ley 2/2011, de de 4 de marzo, de Economía Sostenible, cuando 
el ejercicio de actividades no precise autorización habilitante y previa, las entidades locales deberán 
establecer y planificar los procedimientos de comunicación necesarios, así como los de verificación 
posterior del cumplimiento de los requisitos precisos para el ejercicio de la misma por los interesados 
previstos en la legislación sectorial.

Las facultades de verificación estarán constituidas por todas las actuaciones de los servicios 
municipales que se estimen convenientes para constatar los siguientes extremos:

–La exactitud y precisión de los datos aportados en la declaración responsable/comunicación previa.
–La veracidad de cualquier dato o manifestación que se incluya en la declaración responsable/

comunicación previa.
–La veracidad de cualquier documento que acredite los requisitos.
–La adecuación de la actividad efectivamente llevada a cabo a los datos aportados en la declaración 

responsable/comunicación previa.
El procedimiento de verificación tendrá una duración máxima de tres meses contado a partir de la 

presentación de la declaración responsable/comunicación previa. Por Resolución del Órgano Municipal 
Competente podrá establecerse otro menor si las circunstancias lo hicieran aconsejable.

Artículo 14. Fase de comprobación.

1. Recibida la declaración responsable/comunicación previa y documentación que le acompañe, los 
servicios municipales, durante los quince días hábiles siguientes, las examinarán a fin de comprobar las 
siguientes circunstancias:

–Que la documentación se ha presentado de modo completo.
–Que la actuación que se pretende desarrollar, es de las sujetas al procedimiento de declaración 

responsable/comunicación previa.
2. Si tras el examen de la documentación se comprobara que la actuación a realizar no está incluida en 

el ámbito de aplicación del régimen de declaración responsable/comunicación previa, siendo necesaria la 
obtención de licencia previa conforme al procedimiento ordinario, previo informe técnico donde se hará 
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constar esta circunstancia, se requerirá al interesado para que en el plazo de diez días alegue y presente 
los documentos que estime oportunos, se dictará resolución declarando la ineficacia de la declaración 
responsable/comunicación previa, y concediendo plazo para la solicitud de la correspondiente licencia, 
al tiempo que se ordenará la suspensión cautelar de la actividad.

Si la actividad no fuera legalizable se decretará el cierre del establecimiento.
3. Si del resultado del examen anterior, se comprobaran deficiencias en la declaración responsable/

comunicación: el técnico competente deberá calificar dichas deficiencias o incumplimientos en 
subsanables no esenciales o en subsanables esenciales. En el primer caso, se continuará con el 
procedimiento de verificación, mientras que en el caso de las deficiencias o incumplimientos esenciales 
se decretará la suspensión cautelar de la actividad y se concederá un plazo para subsanar los mismos, 
que sea razonable según la actividad de que se trate y en todo caso breve a fin de minimizar el perjuicio 
y se advertirá que de no hacerlo se podrá dictar resolución decretando la ineficacia de la declaración 
responsable/comunicación previa y ordenando el cierre definitivo del establecimiento.

Durante el plazo concedido el interesado también podrá efectuar las alegaciones que crea 
conveniente a su derecho. Finalizado dicho plazo, y a la vista de las alegaciones presentadas, se dictará 
la correspondiente resolución por el órgano competente

Artículo 15. Fase de inspección.

1. Cuando la responsable/comunicación previa y su documentación se ajusten a la normativa se 
procederá, durante los 30 días hábiles siguientes a su presentación, a verificar in situ la actividad, siempre 
que esté en funcionamiento, levantándose al efecto la correspondiente acta de inspección.

2. A fin de agilizar el procedimiento de verificación, en la fase de inspección se adoptan las siguientes 
medidas de simplificación administrativa:

a. Terminada la inspección y extendida la correspondiente acta, de la cual se entregará una copia al 
interesado, comenzarán a computarse a partir del día hábil siguiente al de su fecha, los plazos señalados 
en la misma para la adopción de las medidas correctoras propuestas sin necesidad de dictarse resolución 
al respecto.

b. Los plazos concedidos tanto para la adopción de medidas correctoras como de subsanación de 
deficiencias o requisitos derivados de la fase de comprobación documental, se consideran plazos de 
audiencia previa a la resolución que resuelva sobre el cese cautelar o definitivo de la actividad.

3. De las actuaciones de inspección se levantará acta, la cual tendrá, en todo caso, la consideración de 
documento público y tendrá el valor probatorio correspondiente en los procedimientos sancionadores, 
sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos o intereses puedan aportar los 
administrados. El acta deberá contener al menos:

–La identificación del titular de la actividad.
–La identificación del establecimiento y actividad.
–La fecha y hora de la inspección, identificación de las personas de la administración actuantes y de 

las que asistan en representación del titular de la actividad.
–Una descripción sucinta de las actuaciones realizadas y de cuantas circunstancias e incidencias que 

se consideren relevantes.
–La constancia, en su caso, del último control realizado.
–Los incumplimientos de la normativa en vigor que se hayan inicialmente detectado.
–Las manifestaciones realizadas por el titular de la actividad, siempre que lo solicite.
–Otras observaciones.
–Firma de los asistentes o identificación de aquellos que se hayan negado a firmar el acta.
4. Del resultado de la inspección se levantará la correspondiente acta que podrá ser:
a. Favorable en el caso que la actividad declarada o comunicada y verificada se ejerza de acuerdo 

con la normativa y los requisitos que le son exigibles. En este caso, se entregará una copia al interesado, 
y se harán constar si existieran los defectos subsanables no esenciales resultantes de la comprobación 
documental, concediendo un plazo para su subsanación que también constará en el acta.

Transcurrido el plazo concedido se dictará resolución declarando la eficacia de la declaración 
responsable/comunicación previa y la terminación del procedimiento de verificación. Si transcurrido 
el plazo no se hubiera procedido a la subsanación, se dictará igualmente la resolución de eficacia de la 
declaración responsable/comunicación y de terminación del procedimiento, siendo objeto de sanción 
el incumplimiento de la obligación de subsanar.

b. Condicionada cuando se deban aplicar medidas correctoras. En este caso, el acta recogerá los 
siguientes extremos: las medidas correctoras que deban adoptarse y su motivación, en su caso las 
deficiencias o requisitos subsanables que resulten de la fase de comprobación documental y el plazo 
concedido para que proceda a la adopción de las mismas, con la advertencia expresa que transcurrido el 
plazo anterior sin que se haya procedido a la adopción de las medidas correctoras señaladas se decretará 
la suspensión cautelar de la actividad hasta tanto se cumplan. Durante el plazo concedido el interesado 
podrá efectuar las alegaciones que considere conveniente en cuyo caso la resolución decretando la 
suspensión resolverá sobre las mismas.

Cuando transcurrido el plazo se hubieren adoptado las medidas correctoras se dictará resolución 
declarando la eficacia de la comunicación previa y la terminación del procedimiento de verificación. Si 
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quedasen pendientes de subsanar deficiencias o requisitos documentales, se procederá conforme se 
establece en el apartado a.

c. Desfavorable en el caso que la actividad muestre irregularidades sustanciales. En el caso de acta 
de inspección desfavorable, se harán constar los motivos de la misma y las medidas correctoras que 
deban adoptarse, concediendo al interesado un plazo de audiencia de diez días previo a la resolución 
en la que se ordenará la suspensión cautelar de la actividad. La suspensión se mantendrá en tanto no se 
acredite la realización de las medidas ordenadas. En el caso que las deficiencias relacionadas en el acta 
de inspección fueran insubsanables se resolverá sobre el cese definitivo de la actividad. La condición de 
insubsanable deberá hacerse constar de manera expresa en el acta de inspección.

En este acta de inspección desfavorable se notificará al interesado que se han comprobado y detectado 
inexactitudes, falsedades u omisiones, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o documento 
que se acompañe o incorpore a una declaración responsable/comunicación previa, indicando que por 
la Administración Municipal se determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o 
actividad afectada desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las 
responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar.

En el acta de inspección desfavorable constará, igualmente, que la resolución de la Administración 
Municipal que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de restituir 
la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la 
actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo 
objeto durante un período de tiempo determinado, todo ello conforme a los términos establecidos en 
las normas sectoriales de aplicación.

En el supuesto de actas condicionadas o desfavorables en los términos establecidos en el apartado 
b y c de este artículo, los servicios técnicos municipales determinarán el plazo para la adopción de las 
medidas correctoras que se señalen. Se podrá conceder de oficio o a petición de los interesados una 
ampliación de plazo establecido, si las circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican derechos 
de tercero, conforme al artículo 32 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas –LPACAP–.

Los recursos que se puedan plantear ante las resoluciones dictadas en este procedimiento se remitirán 
al órgano que dictó la resolución para su estudio y resolución.

Terminado el plazo para la adopción de las medidas correctoras señaladas, se procederá a realizar una 
nueva inspección, si no se han resuelto los incumplimientos se realizará acta e informe técnico e informe 
jurídico con propuesta de cese de actividad por incumplimiento, así como propuesta de resolución 
declarando concluido el procedimiento de inspección y ordenándose el cese inmediato de la actividad 
en su totalidad o en la parte que proceda.

Transcurrido el plazo y acreditada la realización de medidas correctoras se dictará resolución 
declarando la eficacia de la comunicación previa y dando por terminado el procedimiento de verificación.

6. Las inspecciones, durante el desarrollo de la actividad podrán ser iniciadas, bien de oficio por parte 
de los servicios municipales competentes, que establecerá los criterios en forma de objetivos y las líneas 
de actuación para el ejercicio de estas funciones en materia de actividades, bien a raíz de denuncias 
formuladas por parte de terceros, con el objeto de comprobar la veracidad de los hechos denunciados 
y/o cuando se considere necesario.

7. Independientemente de cual sea el origen de la actuación de inspección, se emitirá acta de 
inspección de la visita realizada, siendo la inspección in situ de carácter preceptivo y realizándose al menos 
una dentro de un plazo máximo de 30 días hábiles desde la presentación de la declaración responsable 
o comunicación previa.

CAPÍTULO QUINTO. RÉGIMEN JURÍDICO DE ACTUACIONES 
SUJETAS A LICENCIA O AUTORIZACIÓN PREVIA

Artículo 16. Actividades sujetas a licencia o autorización.

En base a la seguridad jurídica, estarán sujetas a licencia o autorización previa en este término municipal 
la instalación, el inicio y la modificación de las actividades que se indican en el presente artículo, por 
razón de protección del medio ambiente, la seguridad o la salud públicas y, por razón de protección del 
patrimonio histórico-artístico y monumental, en función a su calificación como bien protegido y en la 
Ley 1/2013, de 21 de marzo, de medidas para la dinamización y flexibilización de la actividad comercial 
y urbanística en Castilla-La Mancha.

1. Actividades que afecten a la protección del medio ambiente o del patrimonio histórico- artístico, 
la seguridad o la salud públicas.

2. Actividades que impliquen el uso privativo y ocupación de los bienes de dominio público, siempre 
que la decisión de sometimiento esté justificada y resulte proporcionada.

3. Modificaciones sustanciales de las actividades sometidas a licencia municipal.
4. Actividades sujetas a la Ley 7/2011, de 21 de marzo, de espectáculos públicos, actividades recreativas 

y establecimientos públicos de Castilla-La Mancha, cuando el aforo de los locales supere 150 personas.
5. Actividades cuyas autorizaciones fueran preceptivas de acuerdo con la normativa sectorial aplicable.
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Artículo 17. Procedimiento de concesión de la autorización.

1. El procedimiento para el otorgamiento de la licencia de instalación de actividad sujeta a autorización 
previa se iniciará mediante la correspondiente solicitud, elaborada al efecto por el Ayuntamiento dirigida 
a la Administración competente para su otorgamiento, a la que se acompañará la documentación que 
se determine reglamentariamente y que comprenderá, al menos, el correspondiente proyecto técnico 
realizado y firmado por técnico competente y visado por el colegio profesional correspondiente si éste 
fuere exigible, en el que se explicitará la descripción de actividad, su incidencia ambiental y las medidas 
correctoras propuestas, debiendo justificarse expresamente que el proyecto técnico cumple la normativa 
sectorial, así como la urbanística sobre usos aplicables.

2. En el plazo de los cinco días hábiles siguientes al de entrada de la solicitud, el órgano competente 
acordará su admisión a trámite o requerirá al solicitante para que subsane o complemente la 
documentación presentada en el plazo de diez días.

3. Una vez admitida la solicitud, se dará traslado de la misma y de la documentación complementaria 
a los servicios municipales competentes a fin de que informen, en el plazo máximo de diez días, sobre la 
adecuación del proyecto a la normativa sobre usos del planeamiento vigente, a las ordenanzas municipales 
reguladoras de la actividad y demás extremos de competencia municipal. Si ese informe urbanístico 
es favorable y se trata de una actividad que requiere alguna otra autorización sectorial preceptiva, se 
remitirá una copia debidamente diligenciada del expediente al órgano competente.

En particular, se observarán los trámites exigidos en la normativa ambiental que resulte aplicable por 
razón de la actividad pretendida.

4. Cumplimentados los trámites anteriores, y a la vista de su resultado, el órgano competente acordará 
la denegación motivada de la solicitud, si existieran objeciones jurídicas para su estimación.

En caso contrario, se ordenará la apertura de una fase de información pública, por término de diez 
días, mediante publicación de anuncio en el BOP y notificación a los vecinos colindantes al lugar de 
emplazamiento de la actividad, para que quienes se consideren afectados de algún modo por la actividad 
que se pretende establecer puedan hacer las observaciones pertinentes.

5. Concluida la fase de información al público, se solicitará informe a los servicios técnicos sobre la 
adopción de medidas correctoras que serán de obligado cumplimiento para la actividad que pretende 
desarrollar, se pondrán de manifiesto al solicitante a fin de que en el plazo máximo de diez días pueda 
presentar la documentación requerida. Posteriormente, dichas medidas correctoras durante los 30 días 
hábiles siguientes a su presentación, serán verificadas por dichos servicios técnicos, extendiéndose el 
correspondiente informe.

6. Tras todo ello, la Alcaldía dictará la resolución que estime pertinente.

CAPÍTULO SEXTO. RÉGIMEN SANCIONADOR

Artículo 18. Infracciones y sanciones.

1. En defecto de normativa sectorial específica, tienen la consideración de infracciones administrativas 
en materia de actividades las acciones y omisiones que vulneren las normas contenidas en la presente 
ordenanza, así como la desobediencia de los mandatos y requerimientos de la Administración municipal 
o de sus agentes dictados en aplicación de la misma. En materia de obras será de aplicación el régimen 
previsto en la normativa urbanística de aplicación de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 
12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados 
servicios.

2. Las infracciones tipificadas en esta ordenanza se clasifican en muy graves, graves y leves, de 
conformidad con la tipificación establecida en los artículos siguientes.

Artículo 19. Tipificación de infracciones.

1. Se consideran infracciones muy graves:
–El ejercicio de la actividad o servicio sin la presentación de la correspondiente declaración responsable 

o comunicación previa, siempre que se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente 
o se haya puesto en peligro grave la seguridad o salud de las personas.

–El incumplimiento de la orden de cese o suspensión de la actividad previamente decretada por la 
autoridad competente.

–La reiteración o reincidencia en la comisión de faltas graves.
–Cualquier conducta infractora tipificada como infracción grave cuando genere daños muy graves 

para las personas o el medio ambiente.
2. Se consideran infracciones graves:
–La puesta en marcha de actividades o servicios sin la presentación de la correspondiente declaración 

responsable o comunicación previa cuando no se haya producido un daño o deterioro grave para el 
medio ambiente o se haya puesto en peligro grave la seguridad o salud de las personas.

–Con carácter general, el ejercicio de la actividad incumpliendo las especificaciones que en la 
declaración responsable o comunicación previa se declarara cumplir sin que se haya producido un daño 
o deterioro grave para el medio ambiente o se haya puesto en peligro grave la seguridad o salud de las 
personas.
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–La inexactitud, falsedad u omisión de cualquier dato de carácter esencial, que se hubiere aportado 
en la declaración responsable o comunicación previa.

–Impedir, retrasar u obstruir la actividad de inspección y control.
–El incumplimiento del requerimiento efectuado para la ejecución de las medidas correctoras que 

se hayan fijado.
–La presentación de la documentación técnica final o la firma del certificado final de instalación sin 

ajustarse a la realidad existente a la fecha de la emisión del documento o certificado.
–La reiteración o reincidencia en la comisión de infracciones leves.
3. Se consideran infracciones leves:
–Las acciones u omisiones tipificadas como infracciones graves cuando por su escasa significación, 

trascendencia o perjuicio ocasionado a terceros no deban ser calificadas como tales.
–El funcionamiento de la actividad con puertas, ventanas u otros huecos abiertos al exterior, cuando 

la actividad cause perjuicios o molestias al entorno.
–No encontrarse en el establecimiento el documento acreditativo de haber presentado la declaración 

responsable o la comunicación previa y la documentación a que se refiere dicha declaración.
–La modificación no sustancial de las condiciones técnicas de los establecimientos sin la 

correspondiente toma de conocimiento cuando ésta sea preceptiva.
–La modificación no sustancial de los establecimientos y sus instalaciones sin la correspondiente 

autorización o toma de conocimiento, cuando proceda.
–Cualquier incumplimiento de lo establecido en la presente Ordenanza y en las leyes y disposiciones 

reglamentarias a las que se remita, siempre que no esté tipificado como infracción muy grave o grave.

Artículo 20. Sanciones.

La comisión de las infracciones tipificadas en el artículo anterior llevará aparejada, en defecto de 
normativa sectorial específica, la imposición de las siguientes sanciones:

–Infracciones muy graves: Multa de mil quinientos un euros a tres mil euros.
–Infracciones graves: Multa de setecientos cincuenta y un euros a mil quinientos euros.
–Infracciones leves: Multa de cien euros a setecientos cincuenta euros.

Artículo 21. Sanciones accesorias.

Sin perjuicio de las sanciones pecuniarias previstas, las infracciones tipificadas en la presente ordenanza 
podrán llevar aparejada una o varias de las siguientes sanciones accesorias, cuando se deriven efectos 
perjudiciales para la salud, seguridad, medio ambiente, o intereses públicos o de terceros:

a) Suspensión temporal de las actividades y clausura temporal de los establecimientos de uno a tres 
meses para las infracciones graves y de tres a seis meses para las infracciones muy graves.

b) Inhabilitación del promotor para la realización de la misma o análoga actividad en que se cometió 
la infracción durante el plazo de uno a tres meses para las infracciones graves y de tres a seis meses para 
las infracciones muy graves.

c) Revocación de las licencias para las infracciones graves y muy graves.

Artículo 22. Responsables de las infracciones.

1. Son responsables de las infracciones, atendiendo a las circunstancias concurrentes, quienes realicen 
las conductas infractoras o quienes resulten legalmente responsables y, en particular:

a) Los titulares de las actividades.
b) Los encargados de la explotación técnica y económica de la actividad.
c) Los técnicos que suscriban la documentación técnica.
d) Las personas que hayan suscrito el documento de la Declaración Responsable o Comunicación previa.
2. Cuando el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ordenanza corresponda 

a varias personas conjuntamente, responderán solidariamente de las infracciones que se cometan y de 
las sanciones que se impongan. En el caso de extinción o insolvencia de personas jurídicas, se exigirá en 
su caso la responsabilidad a los administradores de las mismas, en la forma prevista en las normas por 
las que se rijan aquéllas.

3. Cuando los responsables de las infracciones sean técnicos para cuyo ejercicio profesional se requiera 
la colegiación, se pondrán los hechos en conocimiento del correspondiente Colegio Profesional para que 
adopte las medidas que considere procedentes, sin perjuicio de las sanciones que puedan imponerse por la 
Administración municipal como consecuencia de la tramitación del oportuno procedimiento sancionador.

Artículo 23. Graduación de las sanciones.

1. Las multas correspondientes a cada clase de infracción se graduarán teniendo en cuenta la valoración 
de los siguientes criterios:

a) El riesgo de daño a la salud o seguridad exigible.
b) El beneficio derivado de la actividad infractora.
c) La existencia de intencionalidad del causante de la infracción.
d) La reiteración y la reincidencia en la comisión de las infracciones siempre que, previamente, no 

hayan sido tenidas en cuenta para determinar la infracción sancionable.
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2. Cuando la sanción sea de tipo económico, el pago voluntario de la misma, antes de que se dicte la 
resolución, podrá dar lugar a la terminación del procedimiento, con una rebaja en la sanción propuesta 
del 30%.

Artículo 24. Prescripción.

Salvo que por normativa sectorial se disponga otra cosa, las infracciones y sanciones prescribirán 
en cuanto a las infracciones, a los tres años si son muy graves, dos años si son graves y seis meses si son 
leves; las sanciones prescribirán a los tres años si son impuestas por faltas muy graves, dos años si son 
impuestas por faltas graves y un año si son impuestas por faltas leves.

Artículo 25. Medidas provisionales.

En los términos y con los efectos previstos en el artículo 56 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas –LPACAP–, podrán adoptarse 
medidas de carácter provisional cuando sean necesarias para asegurar la eficacia de la resolución 
que pudiera recaer, las exigencias de los intereses generales, el buen fin del procedimiento o evitar el 
mantenimiento de los efectos de la infracción.

Artículo 26. Reincidencia y reiteración.

1. A los efectos de la presente ordenanza, se entenderá que existe reincidencia en los casos de comisión 
de una segunda infracción de la misma naturaleza en el plazo de un año desde que haya adquirido 
firmeza la resolución administrativa.

2. A los efectos de la presente ordenanza, se considerará que existe reiteración en los casos de comisión 
de una segunda infracción de distinta naturaleza en el plazo de dos años desde que haya adquirido 
firmeza la resolución administrativa.

DISPOSICIONES ADICIONALES 

Primera.

Las normas contenidas en esta ordenanza serán revisadas cuando sea dictada alguna norma estatal 
o autonómica que incida en actividades o servicios de competencia municipal, especialmente cuanto 
tenga por objeto su adaptación a la Directiva de Servicios.

Segunda.

Se faculta al Alcalde para la aprobación y modificación de cuantos modelos normalizados de solicitudes 
y documentos requiera el desarrollo de esta Ordenanza.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA. PROCEDIMIENTOS EN TRAMITACIÓN

En relación con las solicitudes de licencias o autorizaciones formuladas con anterioridad a la entrada 
en vigor de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de 
determinados servicios y la Ley 8/2014, de 20 de noviembre, por la que se modifica la Ley 2/2010, de 13 
de mayo, de Comercio de Castilla-La Mancha, y que tengan por finalidad la obtención de las licencias o 
autorizaciones que fuesen precisas con arreglo a la normativa anterior, se tramitarán y resolverán por la 
normativa vigente en el momento de la presentación de la solicitud. No obstante, el interesado podrá, 
con anterioridad a la resolución, desistir de su solicitud y, de este modo, optar por la aplicación de la 
nueva normativa en lo que procediese y continuar la tramitación de los mismos por los procedimientos o 
regímenes regulados en la presente Ordenanza siempre que de forma expresa desistan de la tramitación 
de su expediente anterior, lo comuniquen al Ayuntamiento, y aporten la nueva documentación que se 
exija en cada uno de los procedimientos indicados en esta ordenanza.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. DEROGACIÓN DE NORMAS

Quedan derogadas cuantas disposiciones municipales de igual o inferior rango se opongan a lo 
establecido en la presente Ordenanza.

DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA. ENTRADA EN VIGOR

Esta Ordenanza entrará en vigor a los quince días hábiles siguientes a su completa publicación en el 
“Boletín Oficial” de la provincia de Toledo.

Contra el presente acuerdo se interpondrá recurso contencioso-administrativo, ante la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha con sede en 
Albacete, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a la publicación del presente anuncio, 
de conformidad con el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Noblejas 14 de noviembre de 2017.–El Alcalde, Agustín Jiménez Crespo.
N.º I.-5668
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